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Bogotá D. C., veintiocho (28) de enero de dos mil trece (2013).

       Ref.: Exp. N° 11001-0203-000-2012-02968-00


Procede el despacho a resolver lo que legalmente corresponda en relación con el “conflicto de competencia” suscitado entre los Juzgados Veinticuatro Civil Municipal de Medellín y Veintiséis de de la misma categoría y especialidad de Bogotá.

ANTECEDENTES

1.- Carlos Mariano Pruna Jaramillo y Alicia Vélez de Pruna formularon demanda ejecutiva contra Conciviltec Ltda., Diseño, Ingeniería, Consultoría y Outsourcing en Telecomunicaciones S.A., y Sicte Ltda., pretendiendo el pago de los cánones de arrendamiento correspondientes a los meses de febrero a abril de 2009 y los que se causen durante el decurso del proceso, más los intereses moratorios sobre las anteriores sumas.
 
2.- El libelo se dirigió al “Juez Civil Municipal de Medellín”  indicándose que los convocados se encuentran domiciliados en la ciudad de Bogotá, y en el acápite de “competencia” se precisó que se presenta “un factor territorial de competencia” concurrente entre el “domicilio del demandado” y el “lugar de cumplimiento de la obligación”, optando los accionantes por éste último, estimando con base en esa circunstancia, que el “Juez de Medellín” detenta la facultad para conocer del asunto.
3.- El precitado funcionario judicial, mediante proveído de 14 de abril de 2009 rechazó “la demanda por falta de competencia”, al considerar que el fuero elegido no se estructuraba, dado que en el contrato aportado como título ejecutivo “no se indica el lugar de cumplimiento de la obligación y además el inmueble arrendado se ubica en la carrera 43 A No. 61 Sur -152 en el municipio de Sabaneta – Antioquia”, razón por la cual debía aplicarse la regla general de “competencia”, sustentada en el “domicilio del demandado” y, consecuentemente dispuso la remisión del expediente a su homólogo de la capital de la República (fl. 19).

4.- Este último, en proveído de 5 de noviembre de 2009, rehusó su aprehensión, argumentando que no es el juzgador el llamado a establecer la “competencia”, sino el actor “a quien le corresponde (…) determinar entre las dos opciones que la ley le dio” y en virtud de que la base de la ejecución la constituye el “contrato de arrendamiento” de un inmueble ubicado en Medellín, lugar donde debía cancelarse el arriendo y como el juez de esa ciudad fue el escogido, debe asumir el conocimiento de la ejecución (fl. 35).

CONSIDERACIONES

1.- Dado que la ley faculta al demandante para escoger, dentro de los distintos fueros del factor territorial, la autoridad judicial que debe pronunciarse sobre un asunto determinado, una vez aquél ha elegido su “juez natural”, la “competencia” se torna en privativa y el funcionario no puede por su iniciativa eliminarla o variarla, a menos que en su oportunidad, el demandado la objete fundadamente.

En virtud de ello, para aceptar o rechazar la “competencia” territorial, al administrador de justicia no le es dable ignorar los factores expuestos explícita o implícitamente en la demanda, porque si lo hace, concretamente para repelerla por otros aspectos, aún dentro del mismo fuero escogido, estaría actuando sobre una base inexistente, y por ende, propiciando un conflicto prematuro.

2.- En este caso, el actor dirigió el escrito propulsor al “Juez Civil Municipal de Medellín” pretendiendo de los convocados la solución de la obligación dineraria originada en el “contrato de arrendamiento” allegado como sustento de la acción, en el que se estipuló que el pago se efectuaría en las “oficinas del arrendador”, y de otro lado informa que los inquilinos tienen su domicilio en Bogotá, en donde reciben las notificaciones, precisando, de igual manera en el respectivo acápite, que la citada autoridad es “competente”, por corresponder a la del sitio de cumplimiento de la aludida prestación.

3.- Al estimar los actores que se presentaba un evento de concurrencia de fueros entre el “general” y el “contractual” optaron por este último, de conformidad con la regla 5ª del precepto 23 del Código de Procedimiento Civil.

No obstante, al examinar el señalado acuerdo, se constata que no se precisó el lugar de ubicación correspondiente a las “oficinas del arrendador”, en donde se convino realizar el “pago de la renta” y como en la demanda, ni en ninguna otra pieza procesal se informa al respecto, esa omisión le imponía al juzgador primigenio clarificar esa situación, previamente a repeler  el conocimiento del asunto. 

4.- Corolario de lo anterior, se infiere que la colisión de “competencia” suscitada es anticipada, por lo que se dispondrá devolver las diligencias al despacho judicial ante el cual se presentó inicialmente el escrito genitor, para que actúe acorde con lo antes expuesto. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,

RESUELVE

Primero: Declarar que el conflicto planteado con respecto al conocimiento de la aludida demanda, es prematuro.

Segundo: Devolver el expediente al Juzgado Veinticuatro Civil Municipal de Medellín para que proceda de conformidad.

Tercero: Comunicar esta determinación al “Juzgado 26 Civil Municipal” de Bogotá.

Cuarto: Librar por Secretaría, las comunicaciones necesarias.


Notifíquese




RUTH MARINA DÍAZ RUEDA
Magistrada
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